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PRESENTACIÓN

El libro que el lector tiene ante sí trata sobre una de las instituciones con más arraigo en el Derecho urbanístico: la reforma interior de las ciudades. Su larga forja histórica ha cuajado en un instrumento de planeamiento de fuerte personalidad: el Plan de Reforma Interior.

La reforma interior es una realidad añeja. Aunque toma cuerpo legislativo con dicho nombre en el siglo XIX con las leyes de 1879 y 1895. Lo cierto es que mucho antes, al menos desde la Baja Edad Media, hay una lucha multisecular para conquistar palmo a palmo los espacios de vía pública necesarios para la mejora de la comunicación y de la vida ciudadana. Lo cual se realiza con los instrumentos jurídicos de cada época. Andando el tiempo, ese gran genio del urbanismo que fue Cerdá no concebía el ensanche sin la reforma interior, y describe con enorme viveza el previo proceso histórico en el que las calles estrechas hubieron de ahormarse a impulsos de los nuevos medios de locomoción, que pugnaban por entrar en ellas.

En el siglo XIX las necesidades de ampliar los espacios públicos se agudizan, por la industrialización y la masificación urbana. La reforma de nuestras ciudades se presentaba como una necesidad vital para su supervivencia con un mínimo de condiciones de higiene y comunicación; la reforma era una «cuestión de humanidad», según llegó a decirse en el ámbito parlamentario de la época. Había urgencia en la resolución de los problemas urbanos, la falta de servicios básicos, comunicación intramuros y extramuros de las ciudades de entonces, etc. Y surge al nivel legislativo la institución de la reforma interior. Ésta podría haber caído en la obsolescencia una vez superadas esas circunstancias históricas en que se desarrolló. Pero su peso histórico era muy fuerte. Llevaba el germen de lo duradero. Venía para quedarse. Supo progresar y adaptarse a los nuevos tiempos, a las nuevas necesidades del medio urbano, una vez encarrilada la caótica situación sanitaria y de comunicación que padecían nuestras ciudades en la segunda mitad del siglo XIX. Se ha consolidado como un instrumento indiscutible para resolver los problemas del suelo urbano.

El Derecho Urbanístico Valenciano, como otros derechos autonómicos, ha sabido enlazar con el derecho estatal urbanístico, aprovechando la gran experiencia jurídica adquirida en sus años de existencia. Además Valencia es una ciudad en la que esa tradición histórica es más acusada. Las normas para airear y dar amplitud a las calles se remontan a la época del Rey Jaume I.

El Plan de Reforma Interior autonómico guarda una línea de continuidad con el Plan Especial de Reforma Interior de la legislación estatal del suelo, incluida la histórica del siglo XIX y de comienzos del XX. En efecto, hoy en día la reforma interior sigue siendo apta para plantear proyectos de gran alcance, como lo fueron en su día los proyectos de Ferreres y de Aymamí para el casco histórico de Valencia, aunque más atentos a proteger todos los bienes en presencia. Ahí está la posibilidad de la «renovación urbana integral», como la denomina la normativa urbanística valenciana.

La reforma interior del presente ha sabido acoger fines aparentemente contrapuestos: la renovación y la conservación de la ciudad, nuevas manzanas y morfología histórica, antiguos y nuevos paisajes urbanos. Así, por ejemplo, si el PRI puede demoler una vivienda, por los nuevos usos, o para ampliar un vial, es también instrumento de la política de vivienda, ya que debe acoger el mandato del planeamiento general para reservar viviendas de protección pública en el porcentaje de suelo destinado a tal fin por el PGOU. Lo mismo podría decirse de las alineaciones: según qué circunstancias se pueden variar o, por el contrario, mantener, en aras de la protección del patrimonio arquitectónico de interés. Se cierra así un peculiar círculo de progreso en sus misiones, fruto de su versatilidad. En otras ocasiones el objetivo del PRI será la mejora de algunas zonas concretas de la ciudad en equipamientos, densidades y servicios, dentro de un medio ambiente urbano sostenible. En fin, una amplia gama de fines y objetivos tienen cabida en el PRI al servicio de ese valor permanente en la reforma interior que es, en palabras de la Exposición de Motivos de la LS 2008, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, «la regeneración de la ciudad existente».

Por lo expuesto puede afirmarse que los principios fundamentales que inspiran la institución permanecen en el tiempo. La reforma interior, más allá de la regulación técnico-jurídica de cada momento histórico, sigue siendo la mejora y modernización del medio urbano en sus múltiples aspectos. Hay algo de permanente también en la jurisprudencia y la doctrina creadas en torno a los planes en general y al de reforma interior en particular.

El PRI es, pues, un plan con una acusada personalidad. Pero pienso también que debe conseguir una mayor autonomía normativa, no en el sentido de hacerlo menos dependiente del Plan General sino de la regulación normativa del Plan Parcial, dada la diversa finalidad de ambos instrumentos. Aunque circunstancialmente presenten aspectos que puedan ser regulados conjuntamente, considero que el legislador debe profundizar en una regulación de la reforma interior que atienda exclusivamente a las características de este plan y del medio en que opera. El PRI es una figura sustantivamente diferenciada de las demás en ámbito, finalidad y contenido. La dependencia de una parte significativa de su contenido de la regulación del Plan Parcial puede mermar su funcionalidad y la búsqueda de soluciones normativas más acordes con su peculiar naturaleza.

En este libro, tras recoger los antecedentes históricos que enlazan con el derecho vigente y que facilitan la comprensión actual de este instrumento, intento hacer una exposición sistemática del PRI, unificando los cabos sueltos que aparecen en una regulación urbanística tan extensa como la valenciana, buscando el hilo conductor que une los contenidos más relevantes de la institución, sin dejar de manifestar aquellos aspectos de la regulación normativa que, en mi opinión, podrían ser mejorados.

El libro, como anuncia el título, se centra en el régimen jurídico de la Comunidad Valenciana, aunque estimo que muchas de sus consideraciones -y de la jurisprudencia recogida- son válidas para la aplicación de las leyes urbanísticas de las demás Comunidades Autónomas.

En resumen, la reforma interior sigue siendo una pieza insustituible de nuestra realidad urbanística. Si el libro contribuye a su mejor conocimiento habrá valido la pena escribirlo.

Valencia, septiembre de 2010
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El largo período de la rectificación de alineaciones. De la baja edad media a la legislación y las experiencias urbanas del siglo XIX y primera mitad del siglo XX 



1.  INTRODUCCIÓN

La reforma interior es una de las instituciones más arraigadas del Derecho Urbanístico. Su existencia como realidad histórica acompaña a la ciudad en sus necesidades de renovación y mejora, al compás de las circunstancias políticas, económicas y sociales ligadas al hecho urbano y a su evolución.

En España las diversas culturas y dominaciones han dejado profunda huella en nuestras ciudades. La urbanización romana, afirma Cerdá (1) , respetada por los godos, esencialmente expansiva comunicativa y de tendencias universalizadoras, pierde su significación en la urbanización árabe, en la que las calles son simple paso destinado a facilitar la entrada y salida de las pequeñas puertas de las casas, por lo que fueron estrechándose quedando reducidas a la mínima expresión. La necesidad de intervenir en el interior de las ciudades se hace patente durante la Reconquista, a fin de recuperar espacios públicos que la ciudad hispanomusulmana había ido invadiendo por el adelantamiento de las líneas de fachada y los voladizos  (2) .

Las intervenciones urbanas se suceden desde entonces como una constante del gobierno municipal y Real en la ciudad medieval cristiana, y en todo el período del Antiguo Régimen. Son de ritmo lento. No afectan a la estructura general de la ciudad, aunque haya momentos históricos -como a finales del siglo XV y en el siglo XVI- donde se hacen más visibles las aperturas de plazas y ensanches de calles  (3) .

Su práctica recibe un impulso decisivo a lo largo del siglo XIX, centuria crucial por las profundas transformaciones del paisaje urbano producidas por la revolución industrial  (4) . En ella aparecen nuevos instrumentos jurídicos para impulsar con más eficacia y determinación el fenómeno de la mejora del interior de las ciudades. Son las leyes de reforma interior del último tercio de este siglo, bien entrada la época constitucional.

En el siglo XX se consolida y mantiene su pujanza gracias a la previsión de figuras urbanísticas específicas. Y la legislación más reciente del siglo XXI sigue apostando, desde nuevas perspectivas, por «la regeneración de la ciudad existente»  (5) , expresión atemporal certera que si en la legislación estatal se aplica principalmente a la mejora de las condiciones de urbanización y de dotación del suelo urbanizado  (6) , sintetiza bien lo que ha sido y debe seguir siendo la reforma interior.

Hasta el siglo XIX la reforma interior ha sido un instrumento de rescate de espacio público para resolver problemas de higiene y comunicación. En su evolución posterior su empleo se ha ido extendiendo como un instrumento de planeamiento adecuado para resolver cualquier problema del suelo urbano de nuestros pueblos y ciudades. La idea de plan ha servido de palanca para organizar los usos y fines del suelo urbano con una perspectiva más completa e integradora.

Las breves anotaciones históricas que siguen se centran en los antecedentes normativos más directamente relacionados con la renovación urbana. No se adentra en tantos otros aspectos que han incidido directa o indirectamente en las profundas transformaciones urbanas del siglo XIX. Esto excedería del propósito de este libro. Queden apuntados no obstante algunos de ellos. Así los flujos migratorios de la población entre el campo y la ciudad como consecuencia de la revolución industrial; los problemas de salud pública, como las epidemias que diezman la población; el factor militar: las guerras (como la napoleónica), y las fortificaciones militares (como las murallas y su derribo); la construcción de servicios de saneamiento como el del alcantarillado; la llegada del ferrocarril a las ciudades, que mueve a obras de integración y acceso; los factores económicos como el de la acumulación de capital en manos de la burguesía, que mercantiliza la propiedad inmobiliaria urbana, no siempre con éxito para ella (como en el caso de la reforma interior de la Gran Vía de Granada); la política desamortizadora, que nacionalizó numerosos bienes eclesiásticos: muchos conventos fueron convertidos en plazas, calles, o edificados; la construcción de edificios de plazas y edificios interés artístico (particularmente en el siglo XVI), que impulsó espacios libres en su entorno, etc.

En estos antecedentes intento rastrear en la historia de las normas jurídicas cuyo objeto era la recuperación de suelo para el espacio público, algo que ha estado omnipresente en la historia de las operaciones de reforma urbana. Esta perspectiva presenta una continuidad y una evolución; y permite ser contrastada en las experiencias prácticas de muchas de nuestras urbes de todos los tamaños. Obtenemos así un mejor conocimiento de los problemas jurídicos y fácticos que ha venido experimentando la reforma urbana: sus proyectos, las realizaciones, los retrocesos, y permite que nos situemos más adecuadamente en el momento presente  (7) .

2.  LA EDAD MEDIA: CIUDAD HISPANOMUSULMANA Y CRISTIANA

La práctica de una reforma interior material, antes de su institucionalización legislativa en el siglo XIX, era una realidad muy antigua. Se trataba de ir ganando terrenos para espacios públicos abiertos: plazas y calles. Una y otra vez los gobernantes buscan el ensanchamiento de las vías públicas a costa de las edificaciones preexistentes. La técnica principalmente utilizada ha sido la de la rectificación de alineaciones, de lenta aplicación pero de resultados apreciables. Para conseguirlo no bastaban las iniciativas meramente particulares, que desde luego existieron, para permitir el paso de los diversos ingenios de locomoción, sino técnicas de compensación y coactivas que fueron apareciendo.

Cerdá (8)  describe muy pormenorizadamente y con enorme viveza cómo se fue procediendo al ensanchamiento de las vías urbanas a impulsos de los diversos medios de locomoción que, a lo largo de la historia, ha podido disponer el hombre, y del interés de los propietarios en que esos medios de locomoción llegaran a sus casas, para lo cual, sobre todo al principio, accedían a unos centímetros de cesión a la vía pública. A cambio incrementaban la edificación en voladizo o en altura. Las pequeñas rectificaciones y ampliaciones acometidas durante la transición de la época de locomoción ecuestre a la rodada, había de redundar en provecho suyo. En una segunda etapa -dice Cerdá- las rectificaciones tendieron a ser más uniformes, pues la anchura de las calles debía ser tal que admitiera «el paso de un hombre por uno y por otro lado de la vía, al mismo tiempo que la de un carruaje (...) a esa anchura tuvieron que sujetarse las nuevas construcciones, que por consecuencia del derribo de otras viejas tuviesen que levantarse en una y otra de las aceras». Finalmente una tercera etapa -coetánea con dicho autor- «el instrumento rodado dotado de cuatro ruedas adquirió súbitamente una importancia inmensa». La anchura de la vía debía permitir el paso de dos carruajes en sentidos opuestos además de la vialidad pedestre. «Para llevar a cabo esta reforma se cruzaron grandísimos obstáculos en la práctica. La propiedad que hasta entonces se había manifestado complaciente cediendo a la vía pública unos cuantos centímetros de terreno, atraída por el cebo de la ganancia que le ofrecía la compensación con la ventaja de poder levantar más y más los edificios; como que esa compensación no era ya posible en la mayor parte de los casos, porque casi en todas partes los edificios habían alcanzado mayor altura de la correspondiente, unos en virtud de ese derecho de compensación de que estamos hablando, y otros por seguir el ejemplo que ya se había generalizado, la propiedad, decimos antes tan condescendiente, se manifestó a la sazón reacia e intransigente, resistiendo con tenaz empeño las conciliadoras gestiones de la administración, en tales términos que muchísimas veces ni aun por el justo precio quiso ceder un solo palmo de terreno. Entonces ocurrió la feliz idea de establecer una legislación de expropiación forzosa por causa de utilidad pública, lo cual, si bien es verdad que aumentó muy considerablemente el presupuesto de gastos de las reformas urbanas, por lo menos hizo posible la realización de algunas de ellas. Tantos y tan grandes eran esos sacrificios y gastos, que las administraciones se vieron obligadas a limitar a las calles de mayor circulación su acción reformadora».


Los municipios, el Poder Real, y los particulares, fueron adoptando los medios jurídicos más variados: Disposiciones legislativas reales, Cédulas reales, antiguas ordenanzas que contenían normas sobre la actividad edificatoria  (9) , o las que les fueron sustituyendo como Ordenanzas Municipales de Policía Urbana  (10) , acuerdos municipales para reformas concretas, la adquisición de terrenos por compraventa o expropiación, cesiones voluntarias, etc. Algunas han pervivido en la actualidad, ya en el seno de los nuevos instrumentos de planeamiento y de las actuaciones aisladas.

En las ciudades islámicas las calles se forman por el resto de espacio que deja la yuxtaposición de edificios; calles -dijo el viajero alemán Münzer en 1494 sobre el Albaycín de Granada- «tan estrechas y angostas que las casas en su mayoría se tocan por la parte alta»  (11) . Las ordenanzas de esa ciudad, promulgadas en la primera mitad del siglo XVI, se refieren a la estrechura de calles y plazas. Otro tanto pasa en ciudades como Toledo, Málaga, Murcia  (12)  y Valencia.


Graullera (13)  alude al abigarrado callejero musulmán de la ciudad de Valencia, agravado por la gran cantidad de saledizos, balcones, miradores, que angostaban más las calles, de forma que una disposición del Rey don Jaime en 1271 abordaba este tema poniendo condiciones para la construcción de saledizos y terrazas. Los portales o voladizos debían estar a 20 palmos sobre el suelo y siempre que la calle tuviera al menos al menos 18 palmos de ancha (en Valencia un palmo tenía 23 cm).

Por su parte, Llopis, Perdigón y Taberner (14)  aluden al hecho de que en Valencia, casi desde el primer momento de la Conquista se dictaron numerosas disposiciones relativas a la edificación de los nuevos edificios, y se trató de enderezar la alineación de las sinuosas calles musulmanas, eliminándose los atzucacs (callejones sin salida) y se redujeron las dimensiones de los vuelos de las edificaciones mediante reiteradas disposiciones reguladoras (1270, 1321, 1337).

En Valencia, explica Torres Balbás (15) , y con objeto de dar digno cuadro al Portal de Serranos, exponente de la grandeza de la ciudad, levantado de 1392 a 1398 en la cerca de 1356, se compró y derribó una gran casa en 1388 para hacer una plaza inmediata a la Puerta de Serranos, agrandada con otras demolidas en 1406. En 1372 acordó el Consell abrir varios azuchacs (callejones ciegos, sin salida) para facilitar el tránsito. Ocho años después se procedió al enderrocament de postichs. En 1409 decidió el Consell abrir una nueva calle desde el antiguo baño de la plaza de la Figuera hasta la calle Mayor del Mar, y en 1417 se expropió una parte de su casa al pintor Domingo Crespi para ensanchar la calle de las Cortes, hoy Caballeros.

En el siglo XV (1416) -expone Graullera (16) - el Consejo Municipal de la ciudad acordó ensanchar la calle Corregería porque, según decían, eran muy frecuentes las disputas y escándalos entre los viandantes por la estrechez de la calle. Ese mismo año se acordó la alineación y ensanche de varias calles: carrer de la Draperia del Lli, calle que iba de las Cortes a la plaza de San Bartolomé. La idea principal era eliminar saledizos hasta una altura de 25 o 30 palmos, y alinear las fachadas teniendo como referencia el dintel de las puertas, de forma que la calle quede de 20 pies de ancho como mínimo. La obra se pagaba del fondo de «les pecunias comunes de la ciutat» recuperando parte de lo gastado de la posterior venta de los solares. Las tasaciones se hacen en razón de la parte o el todo que se expropia. En agosto de 1416 se acordaba abonar por derribar la pared de una casa de la calle de la Zapatería. Se hizo mediante la compra de las casas que se salían de la línea para derribarlas y tras rectificar su fachada, vender el solar para ser reconstruido. Esta necesidad de espacios se mantiene durante todo el siglo XV. En 1495 se derriban más de 50 casas para formar una plaza delante de la catedral, entre las calles de Armería y Zaragoza.

En otras ciudades de la España (tanto de la parte septentrional como del sur), también se realizaron mejoras urbanas y ampliación de las angostura se calles y plazas  (17) .



El trazado de las calles de las ciudades cristianas, expone Torres Balbás (18)  difería del de las urbes hispanomusulmanas, pero no eran más holgadas ni menos sombrías pues en ambas el cinturón de las murallas obligaba al apretujamiento de edificios de habitantes. Pisos altos, volados escalonadamente sobre la calle, con objeto de acrecentar la superficie de las viviendas y aleros muy salientes estrechaban aún más las angostas rúas.

Refiere este autor la Cédula dada por Enrique III en 1403 respecto de la ciudad de Burgos según la cual el monarca y sus pendones no pueden pasar enhiestos por las «pontidos». El rey ordenó el inmediato derribo de las construcciones voladas sobre la calle para que sus soldados pudieran pasar armados con sus lanzas enhiestas. En Medina de Rioseco, en el siglo XVI el regimiento acordó, «cortar las cabezas de las casas en ambas aceras, retraer los postes, meter las carreras y tejados» todo por su cuenta  (19) .


3.  LA ÉPOCA DE LOS AUSTRIAS Y DE LOS BORBONES. LAS REALINEACIONES INDIVIDUALES DE CASAS

Las ordenanzas del Antiguo Régimen albergan disposiciones concretas sobre realineaciones de calles estrechas y sombrías, mucho antes de que se generalizara el nombre de alineación que haría fortuna posteriormente. Entonces se utilizaban las denominaciones de tira de cuerdas, acordelado y estirantado (20) . Operaban en el momento justo de la reedificación del inmueble, permitiendo una ampliación de la anchura de la calle.

En la ley de 28 junio de 1530, promulgada en Madrid por don Carlos I y doña Juana, se prohibía a los dueños de casas, entre otros extremos, reedificar pasadizos, saledizos, corredores o balcones ni otros edificios que salgan a las calles fuera de la pared, de manera que «las dichas calles públicas queden exentas sin embargo de ningún pasadizo ni saledizo, ni otro edificio alguno de los sobredichos, y estén alegres, limpias y claras, y pueda entrar y entre por ellas sol y claridad»  (21) .

Una norma señera que habilitaba un programa homogéneo de ensanchamiento de calles de la ciudad, a través del retrancamiento de los frentes de fachada en la proporción de un asta de ladrillo, fue las Ordenanzas de edificios, de casas y albañaris, y labores de Granada de 1538, aprobadas por Carlos V en Toledo.

En la época de los Borbones se dicta la Ordenanza de Intendentes Corregidores de 13 de octubre de 1749, de Fernando VI, en la cual se dispone que «en ocasión de obras y cosas nuevas, o derribos de las antiguas, queden más anchas y derechas las calles, y con la posible capacidad las plazuelas»  (22) .

El sistema se mantiene en la época de la Ilustración. En la ciudad de Madrid se realizan obras de embellecimiento y nuevos paseos. Pero en reforma interior no experimenta cambios sustanciales la estructura urbana consolidada; sí, en cambio, reformas parciales de ensanchamiento de algunas calles por cesiones de terrenos de determinados nobles, o de obligaciones impuestas a algún convento  (23) .

La realineación individual de una casa es un procedimiento muy utilizado en Valencia durante la época ilustrada. Piñón Pallarés (24)  lo ha estudiado a fondo, determinando numéricamente las reedificaciones de multitud de calles y el espacio ganado para vía pública. Es la práctica urbanística habitual durante mucho tiempo: conseguir palmo a palmo el terreno para mejorar la amplitud de la vía pública  (25) , aprovechando la demolición y reedificación de una construcción. Esta práctica incluía también que la reconstrucción avanzara hasta la línea, ocupando el espacio correspondiente. En tal sentido las Ordenanzas de Policía de Cádiz de 1797 recogen la obligación del titular del predio colindante con una calle realineada, de adquirir el espacio sobrante como consecuencia de la nueva alineación  (26) .

Esta forma individualizada de acometer la renovación de la ciudad histórica en sus edificaciones y en sus necesidades de mayor espacio, ha sido una contribución secular a la mejora del interior de las ciudades, y así hay que reconocerlo  (27) , habiendo pervivido hasta nuestros días en el seno de los nuevos instrumentos de planeamiento, y del régimen de fuera de ordenación, que se formó históricamente como un complemento necesario del régimen de las alineaciones  (28) . Pero, por su propia naturaleza, muy dependiente de la iniciativa de los propietarios y de la situación física del edificio, se reveló también un proceso pausado e insuficiente  (29) , en el que además las cesiones de terrenos al municipio para vial no eran gratuitas: debían de indemnizarse  (30) ; y con las limitaciones derivadas de no reflejar una concepción global del territorio.

4.  LOS PLANOS DE ALINEACIONES DEL SIGLO XIX

El paso siguiente era precisamente avanzar en la extensión de las alineaciones, independizándolas del momento constructivo, y proyectándolas en un plano general. La Ley de 14 de julio de 1840, sobre organización y atribuciones de los Ayuntamientos, da una primera respuesta al encomendarles «la formación de alineaciones de las calles, pasadizos y plazas» (art. 63). La normativa sobre planos geométricos de poblaciones y los planos de alineaciones se aprobó justo a continuación  (31) .

Es lógico que se fuera imponiendo la convicción de que las alineaciones son una técnica racional y global para separar los viales públicos de las parcelas edificables. Un prius para la construcción. La generalización de las alineaciones llegó con una serie de disposiciones estatales que comenzaron por la Real Orden de 25 de julio de 1846, sobre «planos geométricos de poblaciones», que debían levantar los municipios de crecido vecindario, posteriormente extendido a los municipios de más de 8.000 habitantes mediante Real Orden de 19 de diciembre de 1859.

Con todo, este paso fue limitado pues se desaprovechó la oportunidad para regular los aspectos técnico urbanísticos y de planeamiento, que seguían acantonados en las tradicionales ordenanzas de construcción  (32) .

Incluso los propios planos generales de alineaciones no alcanzaron el éxito deseado en la concepción global de la transformación urbana; razones técnicas y económicas lo impidieron  (33) . En cambio los planos de alineaciones parciales de calles, acompañados de la técnica de la declaración de ruina, fueron más eficaces para la renovación urbana, haciendo avanzar la nueva edificación -tras la demolición de la anterior- hacia la línea si aquella se situaba o el retroceso o retranqueo si la estaba ocupando.

La operación suponía el abono de la correspondiente indemnización del precio del suelo o la exigencia del pago por la adquisición del terreno necesario para afrontar con la línea.

«Una vez aprobado el proyecto de alineación de una calle, dice Anguita (34) , todas las fincas localizadas en ella quedarán jurídicamente sometidas a él, y conforme procedan a su derribo, bien voluntario, bien por declararse su estado de ruina, sus propietarios deberán proceder a reedificarlas de acuerdo con las nuevas líneas fijadas para su fachada. En este sentido la referida declaración de utilidad pública, a través de la expropiación forzosa, o la aceptación en su caso de la línea por los propietarios aseguraban la cesión del terreno de finca que debía pasar a pertenecer al espacio de la vía pública, aunque garantizaban asimismo la puesta en práctica de compensaciones económicas a los propietarios enajenados, o de éstos a la administración municipal en el caso de que fueran ellos los que debieran tomar terreno público».


Esta era, en síntesis, la normativa y la praxis para la renovación urbana, antes de la segunda mitad del siglo XIX. Pero la deficiente situación del interior de muchas ciudades españolas, que a su necesidad intrínseca de renovación por la antigüedad de su existencia se unía la presión poblacional, urgían nuevas soluciones. Algunas de nuestras viejas ciudades amuralladas no estaban preparadas para el fenómeno del industrialismo y la inmigración. El casco urbano era sede de epidemias y de mortandad por la masificación y el deficiente estado sanitario de las viviendas y de las vías públicas. Esto hacía de la reforma interior «una cuestión de humanidad»  (35)  (36) . También la necesidad de suelo para mejorar las comunicaciones era acuciante. La ciudad se asfixiaba en su «dédalo de callejas antiguas»  (37) , estrecho e insuficiente. Si hasta mediados del siglo XIX la reforma interior se asentaba principalmente en las realineaciones de calles, pero conservando lo sustancial de la estructura de la ciudad  (38) , a partir de esa época tendrá por objeto obras de mayor envergadura que darán lugar a la apertura de grandes espacios libres para ampliaciones de plazas y calles.

5.  LA LEGISLACIÓN DE REFORMA INTERIOR DEL SIGLO XIX Y PRIMERA MITAD DEL SIGLO XX

A)  Introducción

Además de la configuración -como una incipiente ordenación urbana- de los planos de alineaciones de las ciudades, se vio la necesidad de articular nuevos instrumentos legales que llegaran a la raíz del problema: la adquisición de suelo para los nuevos espacios. Nada más apropiado que el instituto de la expropiación forzosa. Se debía de abrir brecha en la imperante ortodoxia liberal e individualista de la propiedad y aplicarlo a la reforma urbana que demandaba con urgencia nuevos espacios que airearan la ciudad y la hicieran más habitable. La primera ley de expropiación, de 17 de julio de 1836 no contemplaba expresamente las expropiaciones urbanas, aunque las necesidades públicas debieron ser tan apremiantes en algunos casos que sirvió para justificar su aplicación también a ellos  (39) . Al mismo tiempo se pretendía que el coste de la expropiación se interiorizara en la propia operación de reforma, dadas las plusvalías resultantes de la mejora y de la carencia de medios financieros de las Administraciones Locales.

B)  Antecedentes en la legislación de ensanche

Fue la legislación del ensanche la que preparó la regulación de la reforma interior. No puede sorprender, dada la vinculación de ambas instituciones en las reformas urbanas del siglo XIX  (40) . Ese gran adelantado del urbanismo que fue Cerdá no concebía en aquella época el ensanche sin la reforma interior: se necesitaban mutuamente  (41) . Pero su andadura legislativa general se inicia en las leyes de 10 de enero de 1879, sobre enajenación forzosa por causa de utilidad pública, y de 18 de marzo de 1895, sobre saneamiento y reforma interior de grandes poblaciones, aparte de la legislación especial para determinadas ciudades.

La aplicación de la legislación decimonónica deparó reformas urbanas de importancia en Madrid, Barcelona, Granada  (42) , que suelen ser las más conocidas y comúnmente citadas.

Así ocurre con la Puerta del Sol de Madrid que contó con una legislación especial: leyes de 21 de julio de 1855 y de 28 de junio de 1857  (43)  que anticiparon las soluciones que más tarde se generalizaron en la legislación de 1879-1895. También es conocida la Gran Vía Layetana de Barcelona, para cuyas expropiaciones -de la vía y de zonas limítrofes- se aplicó la ley de 1879, que afectó a 2.199 viviendas y supuso la desaparición de 81 calles, con el coste social de no prever el realojo de los primitivos moradores y la demolición de algunos edificios histórico-artísticos. La Gran Vía de Madrid exigió tres fases de construcción entre 1901 y 1952. La concesión inicial quedó desierta y el Ayuntamiento se hizo cargo de las expropiaciones, adjudicando las obras por concurso. La Gran Vía de Granada (1890-1925) afectaba a 43.000 m2 y 500 familias. Se realizó por el sistema de concesión a una sociedad local en permanentes dificultades financieras para llevar a cabo una reforma prevista para 2 años y que tardó casi 40  (44) .


Desde el ámbito de la Geografía y de la Arquitectura existen estudios históricos que permiten ir conociendo mejor proyectos y realizaciones de reformas interiores de otras importantes ciudades españolas como Valencia, Zaragoza  (45) , Sevilla  (46) , Málaga  (47) ; y de otras ciudades de tamaño medio o pequeño, como Alicante, Gijón  (48) , Castellón, Burgos  (49) , Gerona  (50) , Cáceres  (51)  y Cuenca  (52) . En particular me fijaré en los casos de Valencia, Alicante y Castellón. En mayor o menor medida todas ellas resaltan la necesidad de rectificación de alineaciones para ampliar la anchura de calles, y permitir así la construcción de alcantarillas, mejor comunicabilidad, etc.

C)  Las leyes de reforma interior de 1879 y 1895

La Ley de Expropiación Forzosa de 17 de julio de 1836 no facilitaba las expropiaciones para espacios viales en el interior de las ciudades. Estaba pensada para «los caminos, canales, puentes, etc.  (53) ». Las obras en el espacio urbano, aunque fueron mencionadas en los debates parlamentarios, quedaron al margen del concepto de «pública y general utilidad», que amparaba la expropiación  (54) . Con todo, la práctica deparó algunas expropiaciones de viales urbanos que se apoyaron en ella para su ejecución  (55) .

Pero, como regla general, hacía falta una adaptación legislativa a las nuevas necesidades. Para las obras urbanas había que desvincular la expropiación de los terrenos estrictos que ocupaba la obra pública, que era la regla general en la legislación expropiatoria desde 1836. Con las nuevas reglas de la Ley de 1879 se extendía la posibilidad de expropiar las zonas limítrofes de la obra pública, justo en los espacios donde se situaban las plusvalías que la obra producía. De esta forma la Administración -o su concesionario- podrían vender los solares resultantes y recuperar el coste de toda la operación  (56) .


En la Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879 «la reforma interior de las grandes poblaciones» es el concepto que comprende las expropiaciones necesarias «para la mejora, saneamiento y ensanche interior de las grandes poblaciones» (art. 45). El ámbito es, predominantemente, el «interior» de las poblaciones, esto es el casco, o cuanto más, su enlace con el «ensanche exterior». En efecto, la articulación de la reforma interior, sólo para aquellos Ayuntamientos que «reúnan por lo menos 50.000 almas», se efectúa a través de «planos totales o parciales de las obras que deban hacerse en el casco de las mismas, ya sea para ponerlo en armonía con su ensanche exterior, si lo hubiere, ya para facilitar la vialidad, ornato y saneamiento de las poblaciones» (art. 46 ley 10 enero 1879).

En la ley de 18 marzo 1895, de saneamiento y mejora interior de las poblaciones, se rebaja el límite de población de 50.000 a 30.000 almas (art. 1 de la ley)  (57) . El reglamento de esta ley -aprobado por Real Decreto de 15 diciembre 1896- pormenoriza la regulación distinguiendo y perfilando el alcance de los conceptos de «saneamiento» y de «mejora interior». Mientras el primero tiene por objeto «introducir mejoras y extender las condiciones higiénicas y de salubridad de las poblaciones» (art. 3), el segundo está muy conectado con las obras de vialidad: se reserva a las que «ya se verifiquen en el interior, ya sean para armonizar el interior con el ensanche, o se establezcan en el término municipal, tengan por objeto ensanchar las vías actuales en todo o en parte, o crear otras nuevas, cuyas expropiaciones exijan, además del terreno que ha de ocupar la vía, plaza, parque o jardín, una zona paralela a la misma, cualquiera que sea la extensión de esta dentro de los límites señalados por la ley» (art. 4).



La habilitación para recuperar las plusvalías se acompañaba en ambas leyes de la técnica de la concesión a favor de empresas urbanizadoras.

En muchos casos, sin embargo, estas aperturas legislativas aparecían más una apuesta de futuro que un remedio inmediato. Las Administraciones Públicas seguían utilizando con frecuencia el instrumento de la compraventa de terrenos. Ni siquiera la expropiación, al menos como regla general. La experiencia en la ciudad de Valencia, y de otras ciudades, así lo acredita. Todavía predominaba en el ambiente jurídico y social un cuestionamiento de la ley por la marginación en la que dejó los aspectos garantistas de la propiedad, lo que impidió su difusión  (58) .

Por otra parte la fórmula de la concesión tardó en generalizarse y ponerse en práctica, ya entrado el siglo XX. Como explica Muñoz Machado, en el siglo XIX estaba muy asentada la idea de que corresponde a la Administración la ejecución de las obras urbanas  (59) .

Otro tanto puede afirmarse de la institución de planeamiento, que está presente aunque de forma muy elemental en la Ley de 1879  (60) , pero que desapareció en la Ley de 1895  (61) . En efecto, en esta ley no se hacía referencia a los planos totales o parciales de las obras sino solo al proyecto de obras, que no tiene la consideración de plan propiamente dicho. La madurez en la aparición de los planes tendría que esperar hasta bien entrado el siglo XX, con la primera Ley del Suelo española de 1956.

D)  La legislación en la primera mitad del siglo XX

La legislación de la primera mitad del siglo XX confirma, en lo esencial, la anterior. Los hitos principales están constituidos por el Estatuto Municipal de 8 marzo 1924, y por su Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales de 14 julio de 1924.

El Estatuto confirió rango de cometido ordinario del municipio a la reforma interior. La mayoría de sus disposiciones provienen de la ley especial de 18 de marzo de 1895, incorporando la previa formulación de un Plan General de alineaciones o de reforma interior para emprender cualquier tipo de obras  (62) .

La expropiación sigue al servicio de la obra pública, pues la aprobación del proyecto de reforma interior de poblaciones «llevará anexa la declaración de utilidad pública de las obras que comprenda y la necesidad de ocupación de los terrenos y edificios que estén enclavados en el trazado de las vías, plazas, parques, etc., proyectadas, así como la de una faja paralela adyacente a dichas vías y perímetro de las plazas con anchura máxima de 50 metros y mínima de 25 por cada lado de las citadas vías o siguiendo el perímetro de las plazas» (art. 26 del reglamento de 14 julio de 1924).

La Ley de Régimen Local, aprobada por decreto de 24 junio 1955, es continuista respecto del Estatuto Municipal de 1924 y su reglamento. En el art. 130 se definen las obras de reforma interior como «las de urbanización en el casco interior de las poblaciones», tanto si tienen carácter general como si afectan únicamente a una zona; y, en el art. 134 se refiere a la obligación de todos los municipios de formular un Plan General de urbanización en un plazo máximo de tres años y comprensivo de «la reforma, ensanche, higienización y embellecimiento de su aglomeración urbana».

E)  Las experiencias prácticas de la reforma interior en esta primera época: Valencia, Alicante y Castellón

Las experiencias prácticas de nuestras ciudades ilustran acerca de su panorama urbanístico y sobre cómo se gestionaron en la realidad las reformas interiores. Hagamos una aproximación a los casos de las ciudades de Valencia, Alicante y Castellón.

a)  Valencia

En la ciudad de Valencia la reforma interior cobra especial importancia por la necesidad de conectar su extenso casco antiguo con las nuevas rondas que sustituyen a las murallas derribadas. También para resolver problemas de saneamiento y comunicación en el interior de ese espacio. Ya hemos visto que Valencia tenía de tiempo atrás una larga historia de reformas y mejoras en el interior de la ciudad, que en siglo XIX no hizo sino acrecer.

En la Valencia de mediados del siglo XIX menudearon los proyectos municipales de reforma interior, que podríamos denominar «menores», comprensivos de múltiples proyectos de rectificación de alineaciones de las calles del casco viejo de la ciudad. Según hemos visto era la práctica histórica habitual. Pero los tiempos exigían proyectos más ambiciosos, grandes operaciones de reforma interior, que recogían fielmente la ortodoxia haussmaniana de la ciudad de París  (63) : calles anchas y rectas sobre las zonas degradadas de la ciudad. En esta línea se situaron dos importantes proyectos, el de Luis Ferreres en 1891, y el de F. Aymamí en 1910.


El primero de estos dos grandes proyectos preveía como propuestas principales abrir dos grandes viales en el extenso casco viejo de Valencia, cruzándolo en forma de aspa, para sanearlo, facilitar el acceso al centro y la comunicación de la ciudad vieja con la ciudad nueva que surgía con el derribo de las murallas y el ensanche adyacente, que por entonces llevaba décadas en ejecución  (64) . Uno de esos viales -de 30 metros de ancho- cruzaba la ciudad de norte a sur: una Gran Vía desde la expuerta de Ruzafa hasta el puente de San José. El otro unía el puente del Real con la calle Pedro Pascual. El propio Ferreres redujo las actuaciones a lo fundamental: la apertura de la mencionada Gran Vía que cruzara las ciudades en el sentido de su mayor longitud, el ensanche de la Plaza de la Reina, la continuación de la calle de la Paz hasta el mercado, cruzando aquella Gran Vía, y la prolongación hasta la de la Corona  (65) . El proyecto no prosperó, seguramente por falta de financiación para las expropiaciones y las obras. Y por falta de práctica en el instrumento de las concesiones que ni siquiera se previó en el acuerdo de aprobación del proyecto de 18 de abril de 1892.

El otro proyecto importante, el de Aymamí, en su versión definitiva de 1910, comprendía los trazados de las avenidas del Oeste (desde la plaza de San Agustín al puente de San José) y del Real y el ensanche de la Plaza de la Reina. En su primera versión sus efectos sobre el patrimonio cultural hubieran sido demoledores en aras de la preocupación higienista y funcional que dominaba entonces. Como afirma Taberner Pastor (66) , edificios como la Casa Vestuario, el palacio Marqués de Santa Bárbara, el antiguo hospital, el palacio de los Borja, la Iglesia de Santa Catalina o la Basílica de los Desamparados hubiesen desaparecido en aras de la vialidad, higiene y, paradójicamente, de la belleza de la que también hablaba Aymamí. El Ayuntamiento aprueba la propuesta favorable al proyecto el 28 de noviembre de 1910, al amparo de la Ley de 1895; y el Ministerio de Gobernación el 21 de agosto de 1911 autoriza al Ayuntamiento la formulación del proyecto definitivo  (67) .



La enorme envergadura de los proyectos y la falta de medios económicos del Ayuntamiento los hacía irrealizables en su integridad. Solo se ejecutaría años más tarde, a partir de 1940, una parte del proyecto de Aymamí, la apertura de la avenida del Oeste (actual Barón de Cárcer), la mitad del trazado previsto por dicho arquitecto.

Otros proyectos, como el de la calle de la Paz y los ensanchamientos de las actuales Plazas de la Reina y del Ayuntamiento, así como el colindante barrio de Pescadores, y muchas otras calles, tuvieron mejor suerte y fueron ejecutándose al ritmo que permitían los medios financieros municipales.

Pero, ¿respondieron estos proyectos y los de otras ciudades españolas a las previsiones de las leyes de 1879 y 1985 basadas en la expropiación de las franjas laterales y el concesionario?

De los estudios que se han adentrado en un examen de los expedientes de reforma interior existentes en los archivos municipales se deriva que, al menos en una amplia primera época, la recuperación de plusvalías no se llevó a efecto por la expropiación de las zonas laterales. Ya se ha dicho que hasta 1879 la cobertura que otorgaba la ley de 1836 a la expropiación forzosa estaba limitada al estricto espacio de la vialidad, que además en la mente del legislador no era el de la vialidad urbana. Por ello, salvo excepciones, se utilizaban técnicas de adquisición de suelo no expropiatorias. Así había acontecido respecto de la adquisición de terrenos sobrantes de vía pública en Barcelona, con la apertura de la calle Princesa  (68) .

Pero lo sorprendente es que con posterioridad a 1879 se siguiera utilizando esa práctica, al menos por lo que se refiere a la ciudad de Valencia, existiendo indicios de que sucedía lo mismo en Castellón, y también en otras ciudades españolas  (69) .

García Pastor, que ha examinado los expedientes del archivo municipal de Valencia, no duda en afirmar que, como regla general, muy rara vez el Ayuntamiento de Valencia expropió fajas laterales y, menos aún, utilizó la figura del concesionario. El arraigo de la concepción individualista de la propiedad en aquella época era muy fuerte, lo que impidió o ralentizó la puesta en práctica de estas reglas específicas de expropiación y gestión de suelo. La legislación no imponía ninguna carga urbanística a los propietarios de suelo, que serían los directos beneficiarios de las plusvalías derivadas de la acción urbanizadora.

Cabe preguntarse de qué modo se adquiría el suelo. Parece que la solución imperante seguía siendo la de su adquisición mediante compra, al menos en una primera época. No era una novedad puesto que ya era una práctica habitual desde épocas medievales, según hemos comprobado. Después se alterna con la expropiación.


Como regla general dice García Pastor -particularmente en una primera fase entre 1852-1856- se compra el suelo que se cede para vía pública, lo que se efectúa con motivo de la reedificación -con sujeción a la nueva línea- en el lugar del edificio demolido. Solo en casos excepcionales como el de la calle Caballeros, el Ayuntamiento de Valencia, adelantándose a la Ley de 1879, aprueba la expropiación no solo de los terrenos afectados por la nueva alineación sino de los solares edificables con intención de regularizarlos y venderlos posteriormente como medio de financiación  (70) .

En una segunda fase (1875-1880) se impulsan los proyectos de apertura de la calle de la Paz y de reforma del Barrio de Pescadores, se continúan los expedientes de alineaciones y se gestionan mayoritariamente bajo el procedimiento expropiatorio que cuenta con el nuevo amparo legal de la ley de 1879  (71) . Estos proyectos se continuarán en las últimas décadas del siglo XIX y en ellos el Ayuntamiento intenta «hacer ensayo», como dice textualmente uno de los acuerdos de la época, de Ley de 1879, apostando por la expropiación de las franjas laterales pero la realidad -estudiada por García Pastor- es que esta posibilidad fracasa repetidamente por falta de financiación; así en un proyecto tan emblemático como el de la apertura de la calle de la Paz, el Gobierno Central impone el proyecto aprobado en 1879, que no contemplaba la expropiación de zonas laterales  (72) .



En definitiva, los proyectos de reforma interior en la Valencia de finales del siglo XIX ninguno se tramita al amparo de la Ley de Expropiaciones de 1879, y no se utilizó en ningún supuesto la expropiación por zonas laterales ni la figura del concesionario urbanizador privado, lo cual se debió, en opinión de García Pastor, a la complejidad del procedimiento y a la falta de medios económicos para financiar la obtención del suelo de las franjas laterales. Por ello en la gestión predominan los convenios con los particulares y el uso puntual de la expropiación del suelo necesario  (73) .

Entrado el siglo XX continúan sucediéndose en Valencia los proyectos de reforma interior.

Pueden citarse el de Goerlich, la ampliación de la Plaza de Castelar (actual plaza del Ayuntamiento) (1928), que se lleva a efecto expropiando en bloque 80 fincas urbanas, la conexión de esta plaza con el Mercado Central en la Lonja con el ensanche de la calle San Vicente y la apertura de la actual María Cristina (1926). Se sigue con el criterio de no expropiar las franjas laterales sino los terrenos necesarios para la apertura de calles o plazas y las parcelas que a causa de la obra quedan inedificables  (74) . Más adelante la reforma interior continuará con la apertura parcial de la Avenida del Oeste por fases (1940-1942). Con la riada de 1957 se perdieron muchos expedientes de urbanismo. Uno de los que se salvó fue el proyecto de reforma interior de enlace de la calle Gobernador Viejo con la calle del Mar en 1950  (75) .


b)  Alicante

La ciudad de Alicante tuvo también una preocupación constante durante el siglo XIX por la mejora de las medidas de salubridad, que se manifestó en constantes obras de mejora en el trazado de calles, remoción de obstáculos viarios, su pavimentación, alineaciones geométricas de las fachadas, reconstrucción de aceras, etc.  (76) .

Durante el siglo XX la reforma interior se plantea resueltamente a partir de 1931, cuando aparece en escena con fuerza el objetivo de transformar la zona centro mediante las operaciones de reforma interior. La legislación de 1895, y del Estatuto Municipal de 1924 que la refrendaba, llevaba unas décadas de vigencia y el gobierno republicano de la ciudad se planteó como objetivo prioritario la reforma interior de dos zonas importantes de la ciudad: La Montañeta y La Rambla.

El sentido de estas reformas no difería del planteamiento que tuvo en otras ciudades españolas. La estrategia para estos ámbitos de la zona centro de la ciudad era la reforma del trazado viario con el fin de conectar las partes más representativas de la ciudad histórica con el ensanche que la rodeaba.


Estas operaciones de reforma interior se centraron en la barriada de Las Provincias y en los aledaños de La Rambla. «La primera de las zonas -explica Martínez Medina-  (77) , impedía la continuidad de la ciudad nueva hacia ensanche, ya que este enclave, situado entre ambas zonas, se levantaba sobre el montículo denominado La Montañeta. Este núcleo estaba constituido por un barrio habitado por población marginal, con un trazado urbanístico espontáneo, el cual no reunía las mejores condiciones de salubridad y saneamiento. Su posición de borde entre el recinto histórico y la trama ortogonal exigía una actuación de conexión y compatibilización de los tejidos que se olvidó al redactar el plan de ensanche. En la segunda de las zonas comenzaba a carecer de sentido mantener una avenida cerrada en sí misma, en pleno corazón de la ciudad. La Rambla, que había sido el elemento vertebrador del crecimiento de la ciudad, debía participar de la expansión de esta, y de ser su columna debía evolucionar hasta convertirse en uno de los límites del nuevo centro. Esta integración pasaba por la apertura de sus alineaciones laterales principalmente en el lado de la ciudad nueva, hacia ensanche, haciéndose más accesible para cualquier tráfico. En cierta medida estas actuaciones serán deudoras de otras similares que se habían ejecutado en otras capitales de la nación, como la Gran Vía de Madrid, la vía Layetana de Barcelona y las propuestas de apertura de la ciudad histórica en Valencia».

La gestión de estos proyectos fue de iniciativa pública ante la poca colaboración mostrada por la iniciativa privada. En concreto en la Memoria del proyecto de La Montañeta se decía que «es necesario que el Ayuntamiento apele a los medios de que dispone, y que en lugar de ir abriendo calles se expropien todos los terrenos que están sin explanar y todas las viviendas que en ellos estén situadas o son insalubres, atreviéndonos a asegurar que con el aumento de valor de aquella su nave desmontados y con el que obtenga la zona circundante, se pagarán con exceso todas las obras».

Según Martínez Medina las autoridades vieron en estas obras, tanto en las de La Montañeta como la apertura de La Rambla, una fuente de recursos económicos como consecuencia de la venta de los solares resultantes de las expropiaciones, amén de otros fines: trabajo para los obreros, posibilidad de reactivar el sector de la construcción, mejora del tráfico y saneamiento, fines artísticos: mejora de la imagen en perspectiva.



c)  Castellón

La ciudad de Castellón ha experimentado diversas reformas en su dilatada historia desde que Jaime I autorizara el 8 septiembre de 1251 el traslado de la villa, desde el cerro de la Magdalena hasta El Llano, pudiendo citarse entre otras obras las ampliaciones del recinto amurallado (1272), las transformaciones del antiguo barrio de Santa María (1540 y 1604), la reforma del centro urbano entre 1591 y 1604, derribo de murallas (1794), las reformas del gobernador Bermúdez de Castro, acontecidas entre 1791 y 1807; el levantamiento de un nuevo muro para defender la ciudad de las amenazas de las guerras carlistas (1837); la prolongación a partir de 1880 de diversas calles del casco viejo y el derribo de los muros en 1882 para evitar el ahogamiento de la ciudad  (78) .

Los primeros planes de urbanización datan de 1885 y 1890 afectantes a diversas zonas de la periferia de la ciudad. En 1914 se aprueba el primer plan de ensanche que engloba los dos anteriores. Y el primer plan de la ciudad data de 1925. Es el plan del arquitecto V. Traver Tomás, que ganó el concurso para realizarlo. En 1926 se publica la Memoria con la que éste se presentó al concurso, bajo la denominación «Anteproyecto de un plan de urbanización y ordenación de la ciudad de Castellón de la Plana».

En este documento se proponen modificaciones interiores y exteriores del recinto urbanizado. Pero en él se hace referencia histórica a las reformas de la ciudad, en unas condiciones similares, aunque a menor escala -Castellón tenía 24.284 habitantes en 1887 al iniciarse la expansión fuera de sus murallas- que las ciudades de Valencia y Alicante. En la cita que sigue a continuación podemos hacernos una idea gráfica de la situación de la ciudad. Aunque no se hace referencia a las leyes de reforma interior, sí que podemos apercibirnos de que la situación y gestión de suelo no debía ser muy diferente a la acontecida en Valencia, pues menciona las compras de suelo para derribo de edificios y alineación de calles (lo recogemos en cursiva). Dejemos hablar a Traver Tomás que traza la siguiente estampa de las reformas de Castellón en la segunda mitad del siglo XIX  (79) :


«En 1847 se acuerda construir el nuevo camino del Mar, feliz iniciativa de un poeta, y pasada la guerra de África, la plaza de los lavaderos viejos se transforma en plaza de La Paz, acordándose hacer en ella un paseo. Se construyen las aceras, se derriban en la Plaza de la Nieve los pórticos del Poeta y junto a la Casa Consistorial se construyen la pescadería y los puestos para la venta de carne. Se traslada el cementerio al actual emplazamiento, formando en el antiguo del Calvario el paseo de Ribalta, con el propósito de colocar en él la estatua del pintor. Por esta fecha se empieza desdichadamente a cortar el pinar situado fuera del portal de San Francisco; llega la primera locomotora en 1862 y en 1 enero de 1871 se inaugura el alumbrado por gas.

Algunos años después, pasada la segunda guerra civil siguen las reformas viarias: la calle Engin se prolonga hasta la Salinas, derribando dos casas atravesando el jardín del casino antiguo; la calle del paseo se prolongará hasta la de las Cruces, por la de Arriba y se regulariza la alineación en la calle de la enseñanza comprando dos casas. Para extensión de la ya ciudad de Castellón precisa nuevamente derribar sus murallas y en 1884 cae la puerta de Morella con sus fuertes, y en 1885 se aprueba, con el derribo de la puerta de alcoba, el primer plan de urbanización extramuros, desde la puerta de San Francisco al paseo de Ribalta y desde la muralla a la Sequiota, plan previsor y sabiamente trazado con el cariño y detalle que en todas sus obras puso el inolvidable don Godofredo Ros de Ursinos. Se inician y construyen en estos años el Paseo de la Alameda o del Obelisco, luego la Plaza de Toros, el Hospital, el Teatro Principal, la cárcel nueva, la audiencia y el tranvía de Onda al Grao (...) al empezar este siglo se levantan las escuelas pías e iglesias de la Trinidad y Sagrada Familia, el obelisco conmemorativo del sitio en la primera guerra civil y el monumento al conquistador y se inician los distintos núcleos de edificación a extramuros, y la construcción del número de masets, se han convertido en hermoso jardín los pedregosos secanos de la parte alta de la ciudad. Recientes está la construcción del nuevo Instituto, mercado, desviación de la carretera de Morella y unión de los dos paseos de Ribalta y Obelisco como prolongación de la calle Vega hasta la plaza de la Constitución y la calle Mallorca hasta la de Pi y Margall, derribo de las de los fuertes de San Francisco y San Roque y la aprobación por la superioridad de 1914 del proyecto de ensanche de la ciudad.»



El anteproyecto de Traver Tomás propone diversas reformas interiores como las de la Plaza Vieja, Plaza del Mercado, Huerto Sogueros, o la Plaza de la Independencia  (80) . En general todas estas reformas se basan en la supresión de manzanas del tejido histórico que se sustituyen por nuevas plazas, avenidas o calles rectilíneas y que se ejecutarán en la posguerra  (81) .

6.  VALORACIÓN DE ESTE PERÍODO HISTÓRICO

Los comienzos históricos de cualquier institución con vocación de permanencia en el ordenamiento suele presentar perfiles incompletos, aspectos contradictorios, impulsos en su evolución aparentemente poco eficaces, etc. En el caso de la reforma interior hemos notado cómo su existencia, bajo las más diversas coberturas jurídicas entre las que destacan las ordenanzas de policía urbana, y aun antes, era una realidad generalizada desde muy antiguo pero circunscrita principalmente a las alineaciones individuales de una parcela. Práctica que no desaparecerá en el futuro bajo el amparo de técnicas como el régimen de fuera de ordenación y de la actuación aislada.

Más tarde, ya en los siglos XIX y XX, aparecieron los planos parciales y generales de alineaciones, como una solución más global. Pero su eclosión legislativa sería en el seno de la expropiación forzosa, no como una institución urbanística. Posiblemente en el momento histórico en que apareció era lo más adecuado, aunque fuera también lo más dificultoso por el carácter sagrado e inviolable de la propiedad, que sólo admitía expropiaciones en supuestos muy excepcionales. No es extraño que durante un tiempo más o menos largo la institución no rodara con la necesaria fluidez y que la transición jurídica de las adquisiciones de suelo fuera lenta y trabajosa. Pero la semilla estaba puesta. Ya madurarían los tiempos en los que la reforma interior fuera precisando y diversificando sus objetivos y determinaciones. Y así fue. La legislación posterior hasta nuestros días ha ido convirtiendo el instrumento de la reforma interior de un instituto -a veces imposible- de grandes reformas y demoliciones para saneamiento y apertura de calles y plazas, a un planeamiento de diseño donde el foco del planificador desciende hasta los detalles más pequeños de los nuevos usos del suelo y de la edificación preexistente.

En la época examinada las experiencias aplicativas de la reforma interior nos muestra que era una realidad motivada principalmente por exigencias funcionales y de salubridad; ajena a la preocupación de respeto al patrimonio arquitectónico y urbano heredado, el cual tardaría en ser incorporado a la ponderación de bienes que debe sopesar una reforma interior  (82) . Y que al principio la gestión del suelo no siguió los procedimientos previstos en las leyes de reforma interior, debido al arraigo de la mentalidad individualista de la propiedad privada urbana. No obstante, dio cobertura a importantes realizaciones urbanas.
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